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Principios de Derecho Ambiental 
 
 

Instituto Nacional de Ecología. Principios de derecho ambiental, México y otros. 
 

Corresponde recordar en este inicio que el derecho ambiental, en una disciplina jurídica 

en pleno desarrollo y evolución, constituye el conjunto de normas regulatorias de 
relaciones de derecho público o privado tendientes a disciplinar las conductas en orden 
al uso racional y conservación del medio ambiente, en cuanto a la prevención de daños 

al mismo, a fin de lograr el mantenimiento del equilibrio natural, lo que redundará en 
una optimización de la calidad de vida. (…) 

En esta tarea, Lorenzetti, afirma que: “El surgimiento de los problemas relativos al 
medio ambiente incide en la fase de las hipótesis, de planteamiento de los problemas 
jurídicos, suscitando un cambio profundo que avanza sobre el orden del Código, 

proponiendo uno distinto, sujeto a sus propias necesidades. “El derecho ambiental 
abarca lo público y privado, lo penal y lo civil, lo administrativo, lo procesal, sin excluir a 
nadie, con la condición que se adopten nuevas características”. (…)  

Ya hemos dicho que “el derecho ambiental es una novísima disciplina jurídica, de matriz 
desconcertante: como se verá, su contenido es predominantemente social, aunque a la 

par, es considerado como un derecho personalísimo, y que, a su vez, constituye un 
derecho subjetivo privado/público, con base constitucional.  

Además, participa la naturaleza compleja por tratarse de un derecho difuso, grupal, 
colectiva, comunitaria, característica de los denominados derechos de incidencia 

colectiva (conocidos por la doctrina procesal, como intereses difusos); (…) 

Por lo expuesto, es de advertir que el derecho ambiental lo integran normas de base 

interdisciplinaria, que exceden el ámbito jurídico, con rigurosa regulación técnica, de 
agrupamiento de derecho privado y de derecho público, con primacía de los intereses 
colectivos, aunque también hay instituciones de derecho ambiental que producen 

efectos simultáneos en ambos órdenes.  

Por lo demás, entendemos que el derecho ambiental se inscribe dentro de la órbita de 

los asuntos sensibles al interés social. En el orden privado, avanza el orden público en 
numerosas situaciones ambientales. El derecho ambiental exhibe como ningún otro 
derecho, una interrelación estrecha entre la normativa pública (constitucional, penal, 

administrativa) y privada civil, comercial, derecho del consumidor. 

Así, Silvia Jaquenod de Zsogon señala que: “el Derecho Ambiental, sustancialmente 

público y privado a la vez, en cuanto protector de intereses colectivos, de carácter 
esencialmente preventivo y transnacional, se perfila como una combinación de técnicas, 
reglas e instrumentos jurídicos que se orientan a lograr la protección de todos los 

elementos que integran el ambiente natural y humano, mediante un conjunto integral 
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de disposiciones jurídicas que, por su naturaleza interdisciplinar, no admiten regímenes 

divididos y recíprocamente se condicionan e influyen, en el ámbito de todas la ramas 
jurídicas y científicas existentes”. 

“Para algunos especialistas, principalmente europeos, el derecho ambiental es un 
derecho “horizontal”, en el sentido que se solapa y cruza a través las distintas ramas 
del derecho (derecho civil, derecho administrativo, derecho penal, derecho 

internacional, etc.) y es un derecho de “reagrupamiento”, en cuanto se limita a reunir y 
aglutinar disposiciones dispersas en una pluralidad de textos normativos. (…) 

Una noción descriptiva, amplia, de la materia, postula H. Barreira Custódio, entiende 
por derecho ambiental: 

El “conjunto de principios y reglas impuestas, coercitivamente, por el Poder Público 
competente, disciplinadora de todas las actividades que directa o indirectamente 
relacionadas con el uso racional de los recursos naturales (aire, aguas superficiales y 

subterráneas, aguas continentales o costeras, suelo, espacio aéreo y subsuelo, especies 
animales y vegetales, alimentos y bebidas en general, luz, energía), bien como la 

promoción y protección de los bienes culturales (de valor histórico, artístico, 
arquitectónico, paleontológico, ecológico, científico), teniendo por objeto la defensa y 
preservación del patrimonio ambiental (natural y cultural) y por finalidad la incolumidad 

de la vida en general, tanto la presente como la futura.” 

Por último, en otro orden, cabe destacar que el derecho ambiental se inscribe dentro de 

los llamados “derechos de tercera generación”, según la clasificación de derechos 
humanos que distingue, de acuerdo con su naturaleza, tres grupos:  

 Los derechos de “primera generación” (civiles y políticos),  
 

 De “segunda generación” (sociales, económicos y culturales) y  

 
 Los de “tercera generación”, fundados en la solidaridad, entre los que se 

encuentra el derecho a la paz, al medio ambiente y al desarrollo. 

Lorenzetti explica que “los derechos fundamentales de primera generación se refirieron 
a la libertad y fueron consagrados a partir de la Declaración de los Derechos del 

Hombre. Tratan de poner límites a la actividad del Estado en cuanto importa una 
intromisión en la vida de los individuos. Son ejemplos el derecho a la libertad, a la vida, 
a la integridad física, a la propiedad. Su característica es negativa, son obligaciones de 

no hacer por parte del Estado, en beneficio de la libertad individual.  

La segunda categoría de derechos reconocida fue la de los denominados “derechos 
sociales”: derecho al trabajo, a la vivienda digna, a la salud. Fueron incorporados a 
través del constitucionalismo social de mediados del siglo pasado. Su característica es 

que importan obligaciones de hacer o de dar por parte del Estado. Los inspira la lógica 
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de fomento, que deriva en normas promocionales. Constituyen la base jurídica del 

“Estado de Bienestar”. 

Por último, este notable jurista, señala que los derechos de Tercera generación, 

denominados “nuevos derechos”, surgen como respuesta al problema de la 
“contaminación de las libertades”. Este fenómeno apunta a la degradación de las 
libertades por los nuevos avances tecnológicos: calidad de vida, medio ambiente, la 

libertad informática, el consumo, se ven seriamente amenazados.  

También se suele incluir aquí a los que protegen bienes tales como el patrimonio 

histórico y cultural de la humanidad, el derecho a la autodeterminación, la defensa del 
patrimonio genético de la especie humana. (…) 

 

PRINCIPIOS RECTORES DEL DERECHO AMBIENTAL 

Jaquenod de Szögön destaca que: “Dada la juventud de la regulación jurídica del 
ambiente y, en consecuencia la convivencia de normas directamente protectoras del 

entorno con otras anteriores a dicha problemática — pero útiles provisionalmente en 
esa defensa— estos Principios Rectores resultarán a veces, más vinculados al mundo 

ideal del deber ser jurídico, que al real de lo que en la actualidad es el ordenamiento 
ambiental; sin embargo, esta convivencia de lo ideal y lo real en la formulación de los 
Principios Rectores no obsta a su solidez” … Se entiende por Principios Rectores … “los 

postulados fundamentales y universales que la razón especula, generalizan- do por 
medio de la abstracción las soluciones particulares que se obtienen partiendo de la 
justicia y la equidad social” … “Son Principios Rectores generales por su naturaleza y 

subsidiarios por su función, porque suplen las lagunas de las fuentes formales del 
Derecho.” 

(…) En el contexto, la Ley General del Ambiente 25.675, de presupuestos mínimos de 
protección ambiental, sancionada el 06/11/2002, promulgada parcialmente por decreto 
2413, el 27/11/2002, contiene una serie de principios que se transcriben seguidamente. 

1. Principio de congruencia: la legislación provincial, municipal referida a lo 
ambiental deberá ser adecuada a los principios y normas fijadas en la presente 

ley; en caso de que así no fuere, éste prevalecerá sobre toda otra norma que se le 
oponga. 
 

2. Principio de prevención: las causas y las fuentes de los problemas ambientales 
se atenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos 

negativos que sobre el ambiente se puedan producir 
 

3. Principio precautorio: Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la 

ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para 
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postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir 

la degradación del medio ambiente. 
 

4. Principio de equidad intergeneracional: los responsables de la protección 

ambiental deberán velar por el uso y goce apropiado del ambiente por parte de las 
generaciones presentes y futuras. 

 

5. Principio de progresividad: los objetivos ambientales deberán ser logrados en 
forma gradual, a través de metas interinas y finales, proyectadas en un 

cronograma temporal que facilite la adecuación correspondiente a las actividades 
relacionadas con esos objetivos. Principio de responsabilidad: el generador de 
efectos degradantes del ambiente, actuales o futuros, es responsable de los 

costos de las acciones preventivas y correctivas de recomposición, sin perjuicio de 
la vigencia de los sistemas de responsabilidad ambiental que correspondan 

 

6. Principio de subsidiariedad: El Estado Nacional, a través de las distintas 
instancia de la administración pública, tiene la obligación de colaborar y, de ser 

necesario, participar en forma complementaria en el accionar de los particulares 
en la preservación y protección ambientales 
 

7. Principio de sustentabilidad: el aprovechamiento sustentable de los recursos 
naturales y la preservación del patrimonio natural y cultural son condicionantes 

necesarios del desarrollo económico y social. La gestión sustentable del ambiente 
deberá garantizar la utilización de los recursos naturales para las generaciones 
presentes y futuras 

 

8. Principio de solidaridad: la Nación y los Estados Provinciales serán 

responsables de la prevención y mitigación de los efectos ambientales 
transfronterizos adversos de su propio accionar, así como de la minimización de 
los riesgos ambientales sobre los sistemas ecológicos compartidos.  

 

9. Principio de cooperación: los recursos naturales y los sistemas ecológicos 

compartidos serán utilizados en forma equitativa y racional. El tratamiento y 
mitigación de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán 
desarrolladas en forma conjunta. 

 

10. Principio de responsabilidad: la persona o empresa generadora de efectos 
degradantes del ambiente, es responsable de los costos generados por las 

acciones preventivas y correctivas de recomposición.  Este principio apunta a 
reforzar la idea, de internalizar los costos ambientales, sobre todo por parte del 

generador del daño ambiental 
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11. Principio de integración: La teoría dice que debería buscarse que la gestión de 

los temas ambientales y urbanos, se construyan y apliquen como un todo, dentro 
de la planificación de nuestras ciudades, tanto en la parte técnica como política. 

 

FUNCIÓN DE LOS PRINCIPIOS 

(…) La función que cumplen los principios, brevemente resumida es la siguiente:  

a) función informadora;  

b) función de interpretación;  

c) los principios como recreadores normas obsoletas;  

d) capacidad organizativa/ compaginadora de los principios;  

i) los principios como integradores. 

En síntesis, los principios sirven como criterio orientador del derecho para el operador 
jurídico. Constituyen el fundamento o razón fundamental del sistema jurídico ambiental. 

Son el soporte básico del ordenamiento, prestando a éste su verdadera significación. La 
primera función que cumplen los principios es la de orientar al legislador para que las 

leyes que se dicten se ajusten a ellos. Tienen una función interpretadora, operando 
como criterio orientador del juez o del intérprete. 

 

ANÁLISIS DE LOS PRINCIPIOS 

La ley 25.675 contiene principios de interpretación y aplicación de la normativa y de 
toda otra norma a través de la cual se ejecute la política ambiental, que en general, son 

identificados o reconocidos por la doctrina del derecho ambiental. 

1. Principio de congruencia:  

En términos de armonizar, como asimismo de integración normativa legal, consagrado 
en el ámbito regional supranacional, en el artículo 1º del Tratado de Asunción del 

Mercosur, Ley 23.981. Por lo demás, juega por las diversas relaciones que, conforme n/ 
régimen de organización constitucional, existe entre el Estado Federal y los Estados 
miembros de supra subordinación, de inordinación y de coordinación. 

El principio de congruencia guarda familiaridad, analogía o similitud con el denominado 
principio de regulación jurídica integral, que en síntesis, exigen del legislador en primer 

término y del intérprete en la fase de aplicación, tener una perspectiva macroscópica e 
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integradora. Este principio se inserta en la mayoría de los instrumentos jurídicos 

internacionales, y con especial atención ha sido declarado en el Primer Programa de 
Acción Comunitaria en materia de ambiente, así como igualmente en la Recomendación 
Nº 70 del Plan de Acción adoptado en la Conferencia de Estocolmo. 

 

2. Principio de prevención:  

Como bien indica el abogado Cesar Vargas, en su trabajo Principios rectores del 

derecho ambiental, el Principio de Prevención implica la utilización de mecanismos, 
instrumentos y políticas con el objetivo de evitar daños serios al ambiente y la salud 
de las personas.  

Se afirma que el principio de prevención es el más importante de todos, a tal punto, 
aseguran algunos, que si se aplica eficientemente los demás principios no tendrían 

razón de ser.  

Su función básica es evitar y prever el daño antes de que se produzca, no 

necesariamente prohibiendo una actividad, sino condicionándola mediante el uso de 
equipos o realización de ciertas actividades de control de la contaminación y 

degradación, como sería la creación del talud en terreno con pendiente, instalación 
de plantas de tratamiento para aguas residuales, colocación de filtros electrostáticos 
para chimeneas, construcción de bermas para tanques de combustible, entre otras 

medidas. 
 
Este principio utiliza numerosos instrumentos de gestión para concretar su función, 

entre los que se pueden citar:  

 las declaratorias de impacto ambiental,  

 los permisos y licencias ambientales,  
 los estudios de impacto ambiental y sus planes de manejo,  
 la auditoría ambiental,  

 la consulta pública, y en general otros instrumentos de tipo preventivo que 
tienen como finalidad obtener información acerca de los impactos negativos 
sobre el ambiente. 

Así Marine Friant-Perrot, en su Curso de derecho agroalimentario, explica la aplicación 
de estos principios según el tipo de riesgo: si éste ya se ha producido, se aplica el 

principio de reparación o responsabilidad; si es probado, se aplica el principio de 
prevención; si es sospechado, se aplica el principio de precaución, y si es desconocido 

o se trata del llamado de riesgo del desarrollo, el principio que aplica es el de 
exoneración. “… en la prevención uno sabe que si realiza tal acción el daño es cierto; 
por eso se debe prevenir.  
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En tanto que en la precaución las medidas son tomadas ante el desconocimiento o 

duda de lo que puede venir. En esta interpretación, ambos principios encuentran 
fundamento y son dos manifestaciones de la prudencia”. FRIANT-PERROT, Marine, 
Curso de derecho agroalimentario, Edición Lexis Nexis, 2005, pp. 97 y 98.  

 
En suma se indica que: “El criterio de prevención prevalecerá sobre cualquier otro en 

la gestión pública y privada del medio ambiente y los recursos naturales. No podrá 
alegarse la falta de una certeza científica absoluta como razón para no adoptar 
medidas preventivas y eficaces en todas las actividades que impacten negativamente 

el medio ambiente, conforme al principio de precaución”. 

 

“La formulación de las políticas sobre los recursos naturales y el medio ambiente 
tendrá en cuenta el resultado del proceso de investigación científica. No obstante, las 
autoridades ambientales y los particulares darán aplicación al principio de 

precaución”.  

 

3. Principio precautorio: (Indubio pro Natura) 

La primera expresión del principio de precaución surgió en Alemania en los años 70 con 
el Vorsorgeprinzip en el campo del derecho alemán del medio ambiente. En la misma 

década de 1970, el principio de precaución se extendió luego al Derecho internacional 
delineándose el mismo en la Conferencia de Estocolmo del Medio Ambiente de 1972. 

En 1982, con la Convención sobre el Derecho del Mar, se previó en su artículo 206 la 
protección y preservación del medio marino, debiendo el Estado evaluar los efectos 
potenciales de actividades que podrán implicar una polución importante o 

modificaciones considerables. Más adelante, en la Segunda Conferencia Internacional 
relativa al Mar del Norte 1987, se adoptó una declaración reconociendo la necesidad de 
plasmar el principio precaución. 

El principio de precaución fue enunciado inicialmente por el Panel 
Intergubernamental sobre el Cambio climático, creado en 1987, por decisiones 

congruentes de la Organización Metereológica Mundial y el PNUMA, lo recogió la 
Declaración Ministerial de la II Conferencia Mundial del Clima, para aparecer 
consagrado en el inciso 3 del artículo 3 del Convenio Marco sobre el Cambio Climático, 

negociado entre febrero de 1991 y mayo de 1992, bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas. 

Posteriormente, el principio se fue afirmando en diversas conferencias internacionales: 
La Declaración Ministerial de Bergen de 1990; La Convención sobre la protección y 

utilización de los cursos de agua transfronterizos y de lagos internacionales Helsinki, 
1992; La Convención para la protección del medio marino del Atlántico Nor-Este, París, 
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1992; El Acuerdo relativo a la conservación y gestión de stock de peces, Nueva York, 

1995; El Acuerdo para la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias de Markesh de 
1994; el Protocolo de Oslo de 1994 en materia de polución atmosférica. 

Aunque la primera Convención que lo plasmó en forma concreta y estableció a la vez 
mecanismos para llevarlo a cabo, fue la Convención de Bamako de 1991 relativa a la 
prohibición de importar desechos peligrosos y a controlar los movimientos 

transfronterizos de los mismos en África. 

De lo expuesto, vemos entonces que este principio surgió en el Derecho del Medio 

Ambiente, se extendió posteriormente al Derecho del Mar y en los 90 a la problemática 
de biodiversidad. 

Constituye uno de los cuatro principios incorporado al artículo 130 R-2, en que el 
Tratado de Maastricht de la Unión Europea fundamenta la Acción de la Comunidad. El 
actual artículo 174 del Tratado de la Unión Europea en su apartado 2, reza: “La política 

de la comunidad en el ámbito del medio ambiente tendrá como objetivo alcanzar un 
nivel de protección elevado, teniendo presente la diversidad de situaciones existentes 

en las distintas regiones de la Comunidad. Se basará en los principios de precaución y 
de acción preventiva, en el principio de corrección de los atentados al medio ambiente, 
preferentemente en la fuente misma y en el principio de que quien contamina paga”. 

Asimismo se instituye en la ley 95-101 del 2/2/95, Refuerzo de la Protección del Medio 
Ambiente de Francia. 

La Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, de conformidad 151/5, 
de 7 de mayo de 1992, surgida de la Conferencia de las Naciones Unidas, reunida en 
Río de Janeiro del 3 al 14 de junio de 1992, lo contiene como principio 15:  

“Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el 
criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave 
e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón 
para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la 
degradación del medio ambiente”. 

(…) Este principio ordena tomar todas las medidas que permitan, en base a un costo 
económico y social aceptable, detectar y avaluar el riesgo, reducirlo a un nivel 

aceptable y si es posible, eliminarlo. Al mismo tiempo, el principio de precaución obliga 
a informar a las personas implicadas acerca del riesgo y de tener en cuenta sus 
sugerencias acerca de las medidas a adoptar. Este dispositivo de precaución debe ser 

proporcionado a la gravedad del riesgo y debe ser en todo momento reversible. 

El precepto reclama medidas de inmediato, de urgencia, aún cuando hubiera ausencia o 
insuficiencia de pruebas o elementos científicos referidos al comportamiento de la 
naturaleza, a fin de impedir la creación de un riesgo con efectos todavía desconocidos 

plenamente, lo que presupone que cualquier demora puede resultar a la larga más 
perjudicial que cualquier acción temprana intempestiva. 
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Uno de los autores que más ha estudiado el principio precautorio, Roberto Andorno 

señala una serie de condiciones para su puesta en práctica:  

1. situación de incertidumbre acerca del riesgo;  

2. evaluación científica del riesgo;  

3. perspectiva de un daño grave e irreversible;  

4. proporcionalidad de las medidas;  

5. transparencia de las medidas;  

Explica que “teniendo en cuenta las normas nacionales e internacionales, pueden desde 

ya esbozarse tres requisitos:  

1. Situación de incertidumbre acerca del riesgo.  

2. Evaluación científica del riesgo.  

3. Perspectiva de un daño grave e irreversible.  

Además de las tres condiciones esenciales mencionadas, el principio de precaución 

aparece habitualmente integrado por otros elementos “accesorios”, y que 
contribuyen a definir su perfil.  Este ellos: 

1) Exigencia de proporcionalidad, que hace referencia al costo económico- social 
de las medidas a adoptar.  

Según esta exigencia, tales medidas deben ser soportables para la sociedad que debe 
asumirlas. No cualquier magnitud de riesgo potencial justifica cualquier medida de 
precaución, en especial si esta última supone una carga importante para la sociedad, 

por ejemplo, por implicar la pérdida de un gran número de puestos de trabajo.  

2) Otra exigencia del criterio de precaución es la transparencia en la difusión de 

los riesgos potenciales de ciertos productos o actividades, así como en la toma 
de decisiones por parte de las autoridades.  

(…) También R. Andorno enseña que: “En lo concerniente a la carga de la prueba, el 
principio de precaución autoriza al legislador a disponer en algunos casos de su 
inversión, obligando a quien desarrolla productos o actividades potencialmente dañosas 

a acreditar, en la medida de lo posible, que éstos no traen aparejado riesgos 
desproporcionados al público o al medio ambiente. (…)  
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4. Principio de equidad intergeneracional (…) 

Este principio se encuentra ya presente en la declaración surgida con motivo de la 
Primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio ambiente, realizada en 

Estocolmo entre 5 y el 12 de junio de 1972. Así, el principio N º 1, de la mentada 
Declaración con diafanidad expresa que “El hombre tiene derecho fundamental … al 
disfrute de condiciones de vida adecuada en un medio de calidad tal que le permita 

llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y 
mejorar el medio para las generaciones presentes y futuras”. 

Asimismo, se destaca que el principio 3 de la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y Desarrollo, de la Conferencia de las Naciones Unidas del 3 al 14 de junio de 
1992, manifiesta que “El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que 

responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las 
generaciones presentes y futuras.” 

 

5. Principio de progresividad:  

Sugiere que los objetivos ambientales deberán ser logrados en forma gradual, a través 

de metas provisionales y finales, que se proyecten  en un cronograma que facilite la 
adecuación correspondiente a las actividades relacionadas con esos objetivos.  

A nuestro juicio del principio de progresividad derivan dos subprincipios:  

1. Proporcionalidad, referido a la razonabilidad en los tiempos que insumen los 

cambios impuestos por la normativa, el equilibrio de medios y fines, la equidad, 
en suma la viabilidad en el cumplimiento de las exigencias.  

2. Gradualidad, que también se extrae del Protocolo adicional al Tratado de 

Asunción sobre Medio Ambiente. 

 

6. Principio de subsidiariedad.  

El Estado Nacional, tiene la obligación de colaborar, para la preservación y protección 
ambiental, conforme al principio de subsidiariedad, y en caso de ser necesario, 
participar en forma complementaria, en el accionar de los particulares. 

En cuanto a su funcionamiento, la subsidiariedad posee dos aspectos, uno positivo y 
otro negativo.  

El aspecto positivo, significa que el Estado Nacional tiene la obligación de colaborar, en 
tanto que la intervención de la autoridad nacional debe ejercerse sólo cuando sea 

necesario.  



- 11 - 

El aspecto negativo, que la autoridad nacional debe abstenerse de asumir funciones 

que pueden ser cumplidas eficientemente por los particulares. Es decir, que el principio 
de subsidiariedad se aplica teniendo en cuenta dos criterios diferentes en la defensa 
ambiental: a la luz de la “complementariedad”, criterio de “colaboración” y criterio de 

“necesidad”. Es decir que la participación del Estado es concurrente, y residual. 

Este principio se basa en la idea que un nivel superior no puede asumir actividades que 

un nivel inferior puede cumplir eficazmente. En ese sentido, el Estado nunca debe 
allanar, absorber ni asumir, las competencias propias que los particulares, individual o 
asociativamente, pueden ejercer con eficiencia. El Estado no debe hacer lo que pueden 

hacer los particulares con eficacia, porque el Estado debe ayudarlos, pero no destruirlos 
o absorberlos. 

 

7. Principio de sustentabilidad: 

con base directa en la Constitución Nacional en tanto el artículo 41, consagra el derecho 

ambiental, “para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes 
sin comprometer las de la generaciones futuras”, adoptando la fórmula de Gro 
Brundtland, acorde a la idea de desarrollo sustentable, sostenible, sostenido o 

duradero, elaborada para el informe de la Comisión Mundial del Medio Ambiente y 
Desarrollo, denominado Nuestro futuro común y que fuera aprobado por las Naciones 
Unidas en 1998. 

Concordantemente, la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, 
expresa que “A fin de alcanzar el desarrollo sustentable, la protección del medio 

ambiente deberá constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá 
considerarse en forma aislada” (principio 4). “Para alcanzar el desarrollo sostenible y 
una mejor calidad de vida para todas las personas, los Estados deberían reducir y 

eliminar los sistemas de producción y consumo insostenibles y fomentar políticas 
demográficas apropiadas” (principio 8). 

El desarrollo sustentable es la unión o el lazo entre el medio y el desarrollo, cuya 
finalidad es buscar un nuevo modo de desarrollo basándose en una sana utilización de 
los recursos para la satisfacción de las necesidades actuales y futuras de la sociedad. 

La sustentabilidad es requerida en cuatro áreas: a) área ecológica, lo que conlleva 
mantener los procesos ecológicos que posibiliten la capacidad de renovación de plantas, 

animales, suelos y aguas; mantener la diversidad biológica, y su capacidad de 
regeneración; b) área social, que permita igualdad de oportunidades de la sociedad y 

estimule la integración comunitaria, con respeto por la diversidad de valores culturales; 
ofrecimiento de oportunidades para la renovación social; asegurar la satisfacción 
adecuada en las necesidades de vivienda, salud y alimentación; participación ciudadana 

en la tarea de decisión y en la gestión ambiental; c) área cultural, que preserva la 
identidad cultural básica y reafirma las formas de relación entre el hombre y su medio; 
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d) área económica, eficiencia, que implica internalización de costos ambientales; 

consideración de todos los valores de los recursos, presentes, de oportunidad, 
potenciales, incluso culturales no relacionados con el uso; equidad dentro de la 
generación actual y respeto de las generaciones futuras. 

 

8. Principio de solidaridad:  

De los principios contenidos en la ley objeto de este análisis surgen principios básicos 

de la responsabilidad ambiental internacional. Así por ejemplo el principio de solidaridad 
que constituye el punto de partida para la constatación del daño transfronterizo. “Los 
Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para conservar, proteger 

y restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la Tierra” (principio 7, 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo). “Los Estados y los pueblos 
deben cooperar de buena fe y con espíritu solidario, en la aplicación de los Principios 

consagrados (Principio 27, Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo). 

El principio de solidaridad, está compuesto al decir de buena parte de la doctrina por 
los principios de información, en sus tres variantes: de un Esta- do al otro o de una 
Administración a otra o información popular, vecindad o Países limítrofes, cooperación 

internacional, igualdad entre los Estados y principio de patrimonio universal, que 
considera el carácter internacional del ambiente  El ambiente se ha dicho, “es 
patrimonio común de todos los habitantes de la Tierra, porque se deben respetar y 

obedecer las inmutables leyes naturales, para así aspirar a la íntegra dignidad humana”. 

 

9. Principio de cooperación:  

Este principio, a nivel internacional, es imprescindible. No es otra cosa que una 
necesidad biológica y de subsistencia. Los Estados deben cooperar entre sí para 
erradicar la pobreza, como requisito indispensable del desarrollo sostenible (principio 5, 

Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo), para proteger la integridad del 
ecosistema de la Tierra (principio 7, Declaración de Río sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo), para reforzar la creación de capacidades endógenas para lograr el 

desarrollo sostenible (principio 9, Declaración de Río sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo), abordar los problemas de degradación ambiental (principio 12, Declaración 
de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo). 

La defensa del ecosistema, en efecto, obliga hoy a la cooperación global pues, de lo 

contrario, cualquier esfuerzo en tal sentido sería en vano. Precisamente, es en este 
horizonte en el que debe explicarse la divulgación del concepto de “patrimonio común 
de la humanidad”, el cual, a juicio de A. Cassese señala en el ámbito del derecho 

internacional, el tránsito de la idea de soberanía a la de cooperación. 
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10. Principio de responsabilidad:  

Apunta a reforzar la idea de internalización de costos ambientales sobre todo en cabeza 
del generador degradante del ambiente, conforme el principio 16 en la Declaración de 

Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, ONU, 1992: 

“Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos 

ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que 
el contamina debería, en principio, cargar los costos de la contaminación, teniendo 
debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las 

inversiones internacionales”. 

“En ese sentido, adquiere relevancia el principio “contaminador-pagador”, 

adoptado ya por la Conferencia de la ONU sobre Ambiente Humano de 1972, O sea 
dicho de otra manera más adecuada a nuestras instituciones, quién crea el “riesgo” al 
ambiente es el que debe resarcir, sin perjuicio de que en forma concurrente y 

complementaria pueda aceptarse como otro factor de atribución objetivo la 
“solidaridad”.  

Asimismo sienta las bases para desarrollar un sistema de legislación nacional relativa a 
la responsabilidad y la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y 

otros daños ambientales (principio 13 de la misma Declaración de Río: “Los Estados 
deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabilidad y la 
indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros daños ambientales. 

Los Estados deberán cooperar, asimismo de manera expedita y más decidida en la 
elaboración de nuevas leyes internacionales sobre responsabilidad e indemnizaciones 
por los efectos adversos de los daños ambientales causados por las actividades 

realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en zonas situadas fuera de su 
jurisdicción”). 

Cabe señalar que en materia de responsabilidad internacional, ya el principio 22 de la 
Declaración de la Conferencia de Estocolmo de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano, inducía a los Estados a cooperar para establecer el derecho de la 

responsabilidad internacional en la materia.- Aunque, en sucesivos Conferencias de la 
ONU, se reconoce responsabilidades comunes pero diferenciadas (Declaración de Río 
principio 7, Convención sobre el Cambio Climático, 1992, artículo 3, apartados 2 y 3). 

(…) 

 

11. Principio de integración:  

(…) Así se ha dicho que “el principio de integración en política ambiental implica 
reconocer que muchas de las demás decisiones sectoriales tienen también 

repercusiones ambientales, y constituyen sin duda un factor retardatario de ésta.  
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Es por ello que en el Tratado de la Comunidad Europea, en su artículo 130. R. 2, señala 

que las exigencias de protección del medio ambiente deberán integrarse en la definición 
y en la realización de las demás políticas de la Comunidad”. 

Asimismo que: “Hoy al hablarse de “distintos niveles de gobierno” y al exigir que en 
todos se deban tomar “previsiones de carácter ambiental” claramente el artículo 5 regla 
el más relevante Principio Rector de la Política social y económica del Estado, el que 

deberá inspirar la actuación de todos y cada uno de los poderes públicos: ejecutivo, 
legislativo y judicial.” 
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ambiental1.html  
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